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contieneernrormeLesarN"002e-2or-'JR:fl -51ft ffi ff T:,I.ll'dZT!,i,?lri!;Jii
sobre recurso de apelación ¡nterpuesta contra el acto resolutivo qr","rr"írr" a"atitri, 

"don Andrés Averino choran Ramírez, y demás oocumántos en ún totar oe cincuuni. yseis (56) folios útiles, y;

CONSIDERANDO:

Generar de Educación, 
":!1b.l::: 

*n?r,:;,,?[i-f"i?":"?";'¿x"::¿,Yujio¿,i.,t
espec¡al¡zado der Gobierno Regionat responsabre aet seli¡o educativo en er ámb¡to de surgspect¡:ry ctrcunscipc¡ón territoriar. T¡ene retación técnicinormativa con er Min¡ster¡o deEducac¡ón. La rinat¡dad de ta Direcc¡ón Regionat á" Eiuiál¡on 

"" 
pro^ir"iru é:iiiái¡in,"t,cultura' er deporte, ra recreación, ra c¡enc¡a y-ta tecnotogn. Asegura ros se,icios educativos v rosprosramas de. atención intesra! co!1. ca.tidad y equidai en * áio¡tó-¡iirJiiÁiiiliiá"ir'ría

coordina con |as unidades de Gest¡ón Educat¡va Locat y cowoia ta p"ln¡"¡p",éai l"' 6i i¡réiuiii"
acfores soc,a/es";

GRSM/.R derecha 2s de octubre d" ro3;:;X?,f:o:1il::"ff:'Jffii.#::.'#f
Gestión del Gobierno Regionar de san Martin, .on 

"i 
oL.¡"to de incrementar su eficiencia,mejorar la caf¡dad der servicio de ra ciudadanía, y opiiria", er uso de ros recursos,,,también establece que: 'El proceso de Modernizacián iirpti"" 

"""ion6 
de Reestructuraciónorgánica, Reorganización Admin¡strativa, Fus¡ón y oiotriio, cte ras ent¡dades der cob¡erno

Regional en tanto exista dupricidad de funciones o integrando competenc¡as y funciones arnes",

No27658 Ley Marco de Modernizac¡ó. ff!¿ 8",l,"Ji"rJ L,tf:§*,J;":: ¿:,"':ldeclare ar Estado Peruano en proceso oe ¡¡o¿ern¡zacón en sus diferentes ¡nstancias,dependencias, entidades, organizaciones y procedimientos, con ra finaridad oe me¡orar Lgestión pública y construir un Estado démocrático, desientralizado y ar serriáio-oeiciudadano;

Juzsado penarde rarapoto, r" 
"uar,.ec"Sne;"J1"5,5,5:lJffii,'"- 

yErl"i::l'lx.i:
se puede evidenciar que en dicha sentencia de fécha 30 de diciembre m¡r nóvec¡eniosnoventa y cinco, se condena ar recurrente Andrés Averino choran Ramírei ñ;;i á;iit;delerrorismo, ruego de que este habría aceptado tos 

"argos 
de pertenecer a ras firas derMRTA, acogiéndose a ros beneficios q_ue- en'aqueila opá.tLia"a'urinJ"u, 

"io""r.üü-y25499, de fecha 11 de dic¡embre ae igg3; en',r, munc¡onaoa sentencia se re encuentra
:..rlp3bl." 

por los cargos imputados y es condenada OS ano" de pena pr¡r"tlr" ü'i"libertada, ra cual tuvo vigencia desde el t l oe o¡c¡embre de 199á y fi;riz; ei 10 d;diciembre de 1998;

1..:,I: !l. " M a s is te ri a r, po d e mos 
" 
a,",f;f i : lril:",l5 1,? # ;3,2 i; ",T::: ri:#:tnrracctones muy graves, pasrbles de destitución, /as srgulenles: 1 ¡ c1 Haner iiOá
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condenado por del¡to contra la l¡beñad sexual, apología al terrorismo, o del¡to de
terror¡smo y sus formas agravadas". Ello implica que si hacemos una interpretación
literal de la norma, nos vemos obligados como órgano rector, de, asumir la
responsabilidad que pesa sobre la institución de ejecutar y hacer cumplir lo estipulado por
Ia norma en merito a lo previsto en la Ley N o 29988, Ley que establece medidas
extraordinarias para el personal docente y administrativo de instituciones educativas
públicas y privadas, implicado en delitos de terrorismo, delitos de violación de la libertad
sexual y delitos de tráfico ilícito de drogas; crea el registro de personas condenadas o
procesadas porterrorismo, apología al terrorismo, delitos de violación de la libertad sexual
y tráfico ilícito de drogas y modifica los artículos 36 y 38 del código penal, y su reglamento;

Que, conforme a lo prev¡sto en el numeral 5.1
del artículo 5 del Reglamento de la Ley N o 29988, la separación definitiva o la destitución
en el sector público, en los casos que el personal del algún régimen de la carrera haya
sido condenado por el Poder Judicial por los delitos señalados en Ia Ley, es de manera
automática y se oficializa por resolución de la autoridad competente. Es pues que en este
caso vemos que el recurrente ha sido procesado y sentenc¡ado por el delito de terrorismo,
encontrándose dentro de los supuestos contemplados en la Ley para proceder con su
destitución; siendo el responsable directo de ejecutar la medida la Unidad de Gestión
Educativa Local de San Martín;

Que, además, en el Art. 1 de la norma acotada
prescribe: "La sentenc¡a consent¡da o ejecutoriada condenator¡a contra el personal docente o
admin¡strat¡vo por cualqu¡era de los delitos de terrorismo previstos en el Decreto Ley 25475, por el
del¡to de apología del terror¡smo t¡pif¡cado en el ¡nc¡so 2 del añiculo 316 del Código Penal, por
cualquiera de los delitos de violac¡ón de la l¡beñad sexual prevlslos eD el CapÍtulo lX del TÍtulo lV
del Libro Segundo del Código Penal o por /os delitos de tráfico ilíc¡to de drogas, acarrea su
separación def¡nit¡va o dest¡tución, así como su lnhabilitación definitiva, del serv¡c¡o en
lnstituciones de educacíón bás¡ca, ¡nstitutos o escue/as de educac¡ón super¡or, escueras
de las Fuenas Armadas o de la Polícía Nacional del Peni, el Min¡sterio de Educac¡ón o en
sus organisrros públ¡cos descentñlizados y, en general, en todo órgano dedicado a la
educación, capacitación, formac¡ón, resocializaci5n o rehabilitación"; de ello es menester
precisar que, la norma es clara, no hay espacio para interpretaciones de carácter tácito y
erróneo, como el que ¡ealiza el abogado del recurrente; en donde indica que los hechos
por los que ha sido juzgado y sentenciado son de fecha anterior a cuando el recurrente
ingresa al magisterio. A eso, desde este despacho podemos decir que, la cosa juzgada
t¡ene competencia desde un punto legal solo de Índole penal; que no puede eneryarse
responsabilidad administrativa por hechos que cuya responsab¡lidad ha sido demoskada
en la vía jurisdiccional; ósea, en buena cuenta la sancÍón administrativa es el
cumplimlento del mandato expreso de la Ley, no es el juzgamiento reiterativo de los
mismos hechos por el que ya fue sentenciado, se trata únicamente de los efectos que
trae haber sido sentenciado por el delito de terror¡smo;

Que, del mismo modo, según el artículo 6 del Reglamento
de la Ley, 29988, d¡ce que "El personal docente o adm¡nistrativo que ha s¡do sentenciado, con
resoluc¡ón consent¡da o ejecutoriada, por cualqu¡era de los del¡tos a que se ref¡ere la Ley, queda
¡nhab¡l¡tado de manera def¡nitiva para //VGRESAR O REINGRESAR al seN¡cio en las inst¡tuc¡ones
educat¡vas, ¡nstanc¡as de gest¡ón educativa descentralizada, órganos o personas de derecho públ¡co
o privado señaladas en el arliculo 2 del presente Reglamento, bajo cualqu¡er rég¡men laboral o
contractual. La ¡nhab¡l¡tac¡ón es de alcance nac¡onal" Hechos que ayudan al mejor
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entendimiento de lo redactado líneas arriba; es pues, que el efecto jurídico (administrativo)
que ostenta la Ley no se basa en la idea de nuevo juzgamiento; sino más bien en Ia
proh¡b¡ción de ingresar o reingresar al magisterio para el caso en concreto, quedando sin
asidero legal lo fundamentado por el recurrente al decir que "purgó condena por los mismos
hechos", situación que ya dijimos es de exclusividad jurídica procedimental (penal);

Que, para fundamentar nuestra posición de
carácter intrínsicamente administrativa nos remitimos, a la Segunda Disposición
Complementaria del Reglamento de la Ley 29988, aprobado por D.S N' 004-2020-MINEDU,
señala que: "La ¡nscripción de un condenado en el Reg¡stro, por los del¡tos señalados en la Ley, no
se cancela por el cumpl¡m¡ento de la pena, rehabil¡tación del condenado, ni por el ¡ndulto concedido,
quedando ¡mped¡do de ¡ngresar o re¡ngresar a ninguna ¡nstituc¡ón educat¡va, instanc¡a de gest¡ón
educat¡va descentral¡zada, órganos o personas de derecho públíco o pr¡vado establecidas en e/
aftículo 2 del presente Reglamento': Entonces, nos remitimos a lo acotado por el impugnante y
citamos la parte donde alega: (...)"que /os hecros ocurr¡eron en el año 1992 aproximadamente
(-..)"; maletia que no es motivo de pronunciamiento por este despacho; pues, no se ha
iniciado un proceso administrativo para juzgar los hechos, tampoco está en tema de
divergencia el tiempo transcurrido de los hechos a la fecha; sino, que, indicando la norma
que la inscripción adm¡n¡strativa de un condenado en el registro por haber s¡do sentenc¡ado
por el delito de terrorismo no la enerva el cumplimiento de sentencia, la resocialización y
otros; es factible aplicar la inhabilitación del recurrente. Ahora, con esto podemos acotar que
el alma de la norma es justamente evitar que personas como estas que han sido
sentenciadas por delitos graves puedan volver a trabajar en el sector Educación y tener
contacto con los alumnos; pues lo que se protege es la integridad de los menores;

Que, en virtud de los fundamentos expuesto en el
lnforme Legal N" 29-2022-GRSM-DRESM/AJ de fecha 05 de julio de 2022, se concluye que,
de acuerdo al numeral 5.2 del Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley N"
29988, el cual dice: "La separación def¡n¡t¡va o la destitución en et sector púbt¡co, en /os casos del
personal de algún rég¡men' laboral, se oficializa por resolución inimpugnable de la autoridad
competente'', por ende, a pesar de que el recurrente no tiene prohibido su derecho a recurrir
a la vía que considere pertinente, existe un lím¡te de interpretac¡ón de la norma por la que
por derecho puro se extingue la materia del fondo y la forma del asunto;

SE RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO.. Declarar
IMPROCEDENTE el recurso de apelación ¡nterpuesto por ANDRES AVELINO CHOLAN
RAMIREZ, en contra de la Resolución Directoral N' 039-2018-GRSM-DRE/UGEL SAN
MARTIN; de fecha 21 de febrero del 2018; mediante la cual el Director de la Unidad de
Gestión Educativa Local de San Martín destituyó al recurrente por haber sido condenado por
delito de apología al terrorismo; conforme a los fundamentos expuestos en la parte
considerativa de la presente.

3

De conformidad con la Ley N" 29944, Ley de
Reforma Magisterial y su reglamento, Ley N" 29988 y su reglamento, con la visación de la
Oficina de Asesoría Juridica y Dirección de Operaciones, y en uso de las facultades
confer¡das en la Resolución Ejecutiva Regional N"031 6-2021-GRSM/GR;

lt



BÚ San }v{ortín

frná olurión Dindnnol frrgional
N",/311 -2022-GRSM/DRE
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No27 444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto supremó
N" 004-2019-JUS.

secretaría cenerar de ra Dirección *"ffif#?ffiSE§?; sfl'J:nT,¿í:"::1:
presente a don Andrés Avelino cholan Ramírez a través de la unidad de Gestión Educativa
Local de san Martín, en el domic¡lio procesal pasaje Max Borbor N. 126, Barrio Huayco,
Distrito de Tarapoto, Provinc¡a y Departamento de San Martín.

resorución en er porrar 
r nstitucionar * iffiihHT#i ;"t8i,tJ""ff '3rlTr":ll;

(U¡Ury-dresannre¡jLSgb.pC)

Regístrese, Comuníquese y Cúmplase.

GOBIERNO REGIONAL SAN

Educac¡óñ
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Director R.gional ds Educáción
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